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1 .  P R E . ~ Z I B C L ~  

Cari~nte ya dp niatrria la iiirendida polCmica suscitada t.11 hléxico por el 
i.&giineil <Ir1 a r h i t r a j ~  forzoso.' >ubsisten las considcrnciones d~ cari~cter 
cali~titucional qiie la nutrirron, iegúil acertadamente apunta Pallares, ' rii 
\ista <Ir1 arhiiraje voluntario. IC.-tr pruhlen~o irnpi~nr  r l  anilisis de dos ci irs-  

* Tral~iijo riuicentado por t.1 aiitui pn el Curso d p  T:sriidias Siiperiores de Drricho Pú- 
Iilica del I>ortoi;iilo dr, 13 Fari~ltn<l rle 1)crecho il<. In LT.N.l.W.. :i cargo dr.1 doctor 
O c t : ~ ~ i o  11. k l ev~~úr~d~z .  

1 l.*.< piiiiios \ i - i n  i i i - t i i i t s i l < > .  ciitoiircs ltan i i < l , >  r ~ o g i d o ~  en la obra Opiniorier 
<ir, !n Hiiirrr Zlrricorin rohte e! . l rh i i ln jc  A'ec<.sniio, hl6uico. 1933. Uii intcrpsuntr 
ri,si>iiit.ri dt, PSLUS oPinionr- l ) ~ ~ ~ d r  \'.I<P cn Bnisrío Siritn. El .?rbifinjc en el Derecho 
Prir.o<lo. Iiiiptwnto I!rii\crsii;iiia, Illkxiio. 1963. P ~ i . r ~ n ~ s  cuniidcra evidente la ineonsti. 
titriotialidsd del arliiti-njc i,?rro-o y <lccconrrrtni>tr la pol&i~iico n que dio lugar. Cfr. 
IJicrii,>i«ii<i de Dei<~,~l io Pi i~ccsnl  (:iii!. I~ : i l i l i i i in l  Poi-i[i.i. 2 3 .  vi¡.. hliii<,o. 1956, 11. 3112 

2 Cfr. PILLARES, DI). cit. 10r. cit. 
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tiones: la naturaleza de los llamados trihnnalrs especiales y el carácter juris- 
diccional del arbitraje privado. 

Desde antiguo, las Constituciones que han presidido la vida política de la 
nación mexicana y los proycctos constjtucionalt~s que no alcanzaron vigencia, 
se ocuparon en proscribir los juicios por comisión o delegación, incoinpa- 
tihles con la orientación liheral-humanista que, en más o en menos; las 
inspiró. No obstante, se consigna a veces la posibilidad de constituir even- 
tualmente tribunales especiales, aun cuando, según pensamos, la expresió~i 
se acoja en tales casos como sinónima de fuero.3 

El Proyecto constitucional de 1856 proponía, en su artíctilo 2, que modi- 
ficado se convirtió en el texto definitivo del níimero 13: que "nadie puede 
ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales.. ." Refiere Zarco 
que la redacción provisional fue presentada al Congreso en la sesión de 11 
de julio de 1856; objetada la redacción en lo relativo a igualdad de dereclios 
ante la ley, la retiró la Comisión, para luego presentarla, en definitiva, 
durante la sesión de  18 de noviembre. Posteriormente, y sin discusión, fue 
aprobado por 78 votos contra 1 el artículo 2 del Proyecto, correspondiente 
al 13 de la Constitución, en la sesión de 20 de noviembre. Zarco no consigna 
debate alguno sobre los tribunales especiales El artículo 14 de la misma 
Ley fundamental, en lo tocaiitc a tribunales previamente establecidos, fue 
discutido en la sesión del 21 de agosto de 1856 y aprobado por 24 votos 

3 En obsequio de la brevedad, omitimos toda eonsiderneióo histórico general sobro 
e1 tema. Sumariamente, ni respecto, cfr. TENA ~ { A M ~ R E Z ,  cit. PALLARES, idem, pp. 302-3; 
BcncoA, Los Garuntios In<lividuoles. Editorial Porrtia, 2n. ed. Méxio?, 1954, p. 217; 
I . o z ~ ~ o ,  Trotedo de Los Derechos <le¡ Hombre. Imprenta del Comercio, de Dublán 
Coiiipañia, México, 1876, p. 229. 

Para el Derecho histórico mexicano (eoristitueional), cfr. Constitiición de Cádiz, 
articiilas 247 y 248; Rrglaniento Provisional Político del Imperio Mexicana: art ieulo~ 
55 y 56; Plan de la Constitución Político de la Nación Mexicana, Base 7a.; Acta 
Constitutiva de la Federación, artieiilo 19; Constitución de 1824, articulo 148: Ley 
Consiitiicional 1 (18361, 2.V.; Proyecto de Reformas de 1840, artículos 9, XIV, y 105; 
Proyecto Constitucional (minoritario) de 1842, artículo 5, XII (froeci6n retirada durante 
los debates); Bases Orgánicas, artíe~ilos 9, VlII, 115, 192 y 193; Estatuto Orgánico 
Pro\,isiannl de la República Mexirn~ia. ariieiilos 58 y 60: y Estatuto Provisional del 
Imperio Mexicano, artículo 15. 

4 Cfr. ZARCO, Historia del Congreso Conrtilu?rntc dc 1857. Edición acordada por el 
C. \'enustiano Carrnnzs, México, 1916, PP. 166-8. 



contra 2. Toiiilior.i, ;iliora refirri. Zarui iiinsúti dcl,aic ~ o l i r v  iriliurialis prc. 
~~.si:il>lrcidos. ;' 

4si lar ccisas. la Coristituci611 (1,. 1857 dirpiivo ,,ti i.1 :iriiriilo 1 3  qvr  "rti 
la Repíilrlica Mixicaita nadie puede ser juzgado IJOT l ~ ! r q ~ r i \ a t i i - a .  ni IIiTr 
triburiali ,~ r ~ l ~ r ~ r : i a l r s . .  .'', y en r l  1.1 que "nadir pii<~Ii. 7i.r j t ia~a<l« ni seritrii- 
ciado, sino poi- Icycs dadas con anterioridad al hrcho !- cxartarnr3nte aplicn- 
<las a E l  por el triliuiial qiie prr \ iamente l ~ a y a  rstal~lccidri la ley". 

l<ri la i n n t ~ r i a  que iios ticitpa. el artículo 13 drl Proyerto presrntiiilo por 
Cnri-aiiza ariiri r l  Congreso Constituyente, en 1916, a]>ar<,ií;i eti los s i~ i t i e t i i<~s  
térmiiios: "Nadie p o d r i  S P ~  j ~ z ~ a d o  p ~ r  leyts ririi-ati\.as ni por triljlinal~.> 
esl~,,riali,s. . . ; el 14, como sisue: "Nadir l i i~drá ii,r privado dc la vida. 
dr la libertad, o de sus p rop i r< lad<~.  pos<.siones y ~Irrrr l ios ,  sino mrdiariiv 
jiiicio segui<lo antr  los tribunales p r c ~  iameiite <,stabl<:r:idos. . ." 

En PI dirtamen qiie sohre el artículo 13 proyrctn<líi formttló la Primrin 
1:oniisióii < 1 ~  Conititiicióti. sc ,.onfiindií> ni fttcro ciiit 111s tril~iiiialcs v.spcciai?s. 
.\si se d ~ s ~ , ~ . ~ r i , l e  d~ las pririir,ra~ litieas dr l  riictamrn, iluridr .;t. iiidic:~ qiii. 
"c.1 liriiiripio di. la igualdad. hasc rlr, la r l~mocraria ,  es iiii~oinpatihli~ <:oii 1;s 
csisteii<:ia <le I r y e ~  privativn.; y iriliiii~alrs especiales, que implican ~>ri\ilrgioc 
dc rlases. . ."; de la coiisigiiaiión d r  qtie .se conser\-ait "tribunalrs ripe- 
r i a l ~ s  qiic j u z g u ~ n  10s delitos d ~ 1  nrdrn militar". I'or lo drmáe. la Comisió,~ 
drji, de lado toda rpfrrrncia a lo. t r ihoni i l~s  rsprcialf .~ cii sriitido rstricto. 
! tampoco ltieron éstos matrria de d ~ l i a t c  al  r.on$iilerarsi, cl artírulo 1:3. 
~ i i  la sesión de 10 de enero d r  1917. " 

TamhiEn en r.1 ánimo de los dipiitaili,. p r i i ó  la irlea <le i q ~ i r  los t r ihui ial~s 
i,sperialrs st, c~>rrcspondían ron los Jiit~roi. En este sentido. t.1 coiistitiiyrntr 
Franr:isco J. Mújica indic6. i.11 S I I  i-1110 [Jartil.ldar s o l ~ r r  cl artíciilo 12. qitii 
"rl {oeri> (Ir y u i r r a . .  . da origt.n sl i'tniri, tril~itnal psprrial qiie iottsrrva 
niirjira Carta fuiidamriital.. .". 

Por lo qiir tura al artír:ulo 11. fiir apr.oIi:tilo sin <Icl,aii: rri la sesión de 
21  d r  diciimhr<, de 1916. 

'Tanto PI Proycito <Ir Carrariaa c<,rn<i la Coitititiir.ióii d~ 1917 npitiitaii 
1.1 ntismo I ~ ' i t c )  cn la m a l ~ r i a  s i~ j r ta  n anólisi;. 

í Cfr. idrm. ~ p .  l i l .  
" CIr. Diario de los I l ~ h n r , ~ s  del Concrrro Conrtiliti-cntc. t .  11. Ni,. 18. 1,. 164. 

Ihidem. 
' Cfr. idem, t. 1, No. 32, p. 596. 
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Viejo es el repudio doctrinal de los tribunales especiales, aun cuando 
sea relativamente joven su proscripción legislativa. Sin embargo, los tér- 
minos de cargo que se le dirigen, invariablemente válidos en el ámbito de 
la justicia penal, no siemprc encuentran afortunado acomodo en la esfera 
del enjuiciamiento civil. Empero, juicios por comisión y tribunales especiales 
pueden existir, y de hecho a veces han coexistido, en ambos dominios del 
Derecho. Esta afirmación deriva de una conceptuación correcta de los tribu. 
nales especiales y de su deslinde frente a otras jurisdicciones. 

ilntonio de J. Lozano define a la comisión como "facultad que se da á 
una persona para ejercer por cierto tiempo algún cargo, ó para juzgar 
en circunstancias extraordinarias, o para conocer y determinar una causa, 
ó para ejecutar una sentencia u otra cosa qiie se pone a su cuidado.. ."lo 

Para Escriche, juez privativo es "el qnr ticne facultad dr  conocer de una 
causa con inhibición o exclusión del juez ordinario que debería determinarla. 
También es el que ejerce alguna jurisdicción privilegiada o especial en orden 
a ciertas causas o prrsonas que se han sustraído por la ley a la jurisdiccióii 
real, ordinaria o coniún"." Peña y Peña indica que "tribunal especial e3 
todo aquel que se destina para conocer sólo de cierta clase de causas o de 
personas determinadas. Se llama especial en contraposición con ordinario, 
el cual está establecido para conocer de todo género de causas y de personas. 
De manera que el tribunal especial viene a ser una excepción de los tribu- 
nales ordinarios". I2 Según Pallares, juez de comisión es el "que conoce de 
un negocio no por jiirisdicción propia que tenga, sino por la que le es dada 
o delegada para ese solo efecto", '9 tribiinales especiales son "los creados 
para conocer rxclusivameiite de uno o varios juicios. Los tribunales espe. 
ciales son en el orden de la jiirisdicción lo que las leyes privativas en el 
legislativo". '4 Ugo Rocco sostiene entre los criterios de división de la juris- 
dicción el de contemplarla según la cantidad de las relaciones jurídicas que 

9 Cfr. BERENCUER, vit. I.OZAXO. ANTONIO De J.: Diecionorio Razonado d e  Lesis. 
loción y JurUprudencio Mezicono. J .  Ballescá y Cia., Editores, Sucesores, México, 1905, 
"07. "Cnmisión". 

10 Cfr. Ibidem. 
11 Cit. por P A L L A ~ E ~ ,  Trotado de los Acciones Civiles. Ediciones Botas, 2a. ed., 

México, 1945, p. 130. 
12 Cit. ibidem. 
13 Diecionorio de Derecho Procesal Civil. p. 360. 

Trotodo de las Aecioiies Cit:iles, p. 129. 
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coristituycn sil ohjrto, ~ s t o  e 4  como ordinaria o ispt,<:ial. Tndira CI tratadista 
italiano quc "ordinaria o g ~ n r r a l  es la jiirisdicción que mira a todas l i s  
relaciones de cier:a categoría; especial o particular es la que mira a espc- 
cialcs o part ic i i lar~s relaciones jurídicas". La especial, por último, se distingiie 
de otras en atención al sujeto, al objcto o al título. E n  ordcn al siijcto; soti 
jurisdicciones especiales las dc militares, marinos, etc. '"066 María  Lozano 
nianifiesta que espccialcs son "los tribunalrs ad huc, creadris rsprrinlmrntv 
!>ara conocer de ciertos dclitos o de detrrmiiiados drlinruentri". Eri opinihn 
d r  Buryoa, "lo qiie caracteriza a los tril>tinales propiamt,iite diclir>s o genc- 
rales..  . r s  la permanencia c ~ i  siis ftin1:iones ejerutiras o (Irrisorias y la 
l~c~siibilidad d r  tener ingerencia vilidamente cii iin número indctrrmiiiado 
(Ir ne_cocios singulares ~ U P  < , n c a j ~ ~ ~  dentro de la sitiiación detrrminada abs- 
tracta coi i~t i tut i ra  d r  sil kmhito comp~tr i ic ial .  . . iiiriguna de estas dos 
<:aracterístira~ nstcntan los llamados 'tril~iiiialcs eqirriales'. En efecto, éstos 
no son creados por la Icy que estal~lece los órganos jiirisdicr.ioiialrs ordi. 
iiarios o g<,iirrolrs. sino instiiuidos coinúiimrntr m c d i a n t ~  un arto siii gC- 
nr r i s . .  . ~ i i  el ciial se consignan sus Iinalidadrs rspccíficas <Ir conocimicntii 
o ingerencia (jnicios por comisión). . . ini trilninal especial, así como 
cualqiiier aiitoridad i t a t a l  no judicial d r  la misma ínilolc por idénticas 
razones, no tiene una caliaridad limitada y transitoria <le conocin~icnto, 
esto es, contraida al n ~ g o r i o  o negocios wiicrclris j- numér icament~  detrr- 
minados para ruyo tratamiento fiic creado3 <Ir tal manera que. t ~ r m i n a d n  
Esfe. cl í~ rgano  mencionado deja de ser comprtentc )- rapaz". " 

Algimas de las anteriores d1,finiciones y d~scripciones pecaii, a nurstro 
jiiicio. por falta de ~liscriminación entre lo qiir Iia de i,ntendeisi por iuen>; 
r n  setitido ticnico y moderno. y lo que dc,l~e considerarse tribiinal especial. 
Es cierto: como Kocco y otros má.3 indicail; r4iie la jurisdirrión purde s r r  
dixidirla según el niimero de relaciones jurídicas sohre las que versa. De 
mayor a mpnix cantidad, rahr  hahlar de jurisdicciones ~ ~ n r r a l ~  especial y 
particiilar. Sólo a Fsta última corrrspond~rían.  rn  puridad. los juicios por 
r:rmisióti. 4 la segunda. Fn cambio. habría qrie adscribir los frieros en r l  
e n t i d o  ~ I I C  aceplamos, mto es, jur isdicr ion~s permanentrs, con potestad de 
conocimiento limitada en  airnción a las persiinas o a la materia, de modo 
genérico. Sin embargo: no consideramos oportiina para  el Derecho mexicano 
la terminología que deriva del puntc de vista de Ilocco, porque entre no-. 

l5 Cfr. Rocco, Teoria General riel Proceso Ciril. Trad. Felipe d e  J. Tena, Editorial 
Porrúa, la .  ed., México, 1959, p. 75. 

T r ~ i o d o  de los Derechos del llornbre, 1,. 228. 
" Lm Gormtim Individttoles, p. 215. 
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otros la tradición coiistitucioiial dominante entiende como jiirisdiccióii espii- 
cial al juicio por comisión. 

Tampoco nos parece inobjetable la definición de Peña y Peña, aun cuando 
Tena Ramírezi8 entienda que de ella se puede extraer una distinción entre 
los tribunales especiales permanentes y los temporales. Tambiéii inaceptable 
es la que aporta José Maria Lozano, por cuanto iiidebidamente limita su 
campo al enjuiciamiento penal. A mayor abiindamieiito, el propio Lozano se 
contradice, según despiiés veremos, al intentar la interpretación del artículo 
14 constitucional en relación con el 13 de la Ley suprema. 

Pallares y Burgoa, en cambio, establecen una conceptiiación precisa de 
este instituto, que, coi1 base tanto en la cantidad de relaciones jurídicas 
contempladas como en el carácter permanente o transitorio del órgano juris- 
diccioiial, permite su eficaz distinción dpl fuero y de la jurisdicción ordinaria. 

En lo que se refiere a la interpretación coiistitncional, Lozano postu1;i 
que la de 1857 prohibió los "tribunnlrs creados especialmente para juzgar 
a delincuentes o caiiras nominalmente designados: en otros términos, lo qiic 
la Constitución prohibe son los juirios por comisión". Pero poco despucs 
el mismo autor, al ocuparse del articulo 148, manifiesta que "la única partn 
de nuestro articulo establecr, qiie nadie puede ser juagado ni sentenciado 
sino por el tribunal que previamente haya establecido la ley. Se r cp i t~ ,  pnrs 
-sigue diciendo Lozano-, la prohihición de los trihuiialrs especiales o 
juicios por comisión, consignados ya en nuestro articulo 13". ' O  Pero iii cl 
artículo 13 ni el 14 s~ circunscriben a la materia penal. 

Por su parte, Burgoa, con acierto, hace comprender en la garantía del 
artículo 1.3 tanto al enjuiciamiento civil como al  penal, 21 y afiade conse- 
cuentemente que la garaiitia que otorga el articulo 14 en el sentido de qnv 
todo juicio se siga ante tribunales previamente establecidos, corrobora la 
implicada por el 1.3. "Por tanto -concluye-- el adverbio 'previamente' 
empleado en el segundo párrafo del articulo 14 constitucioiial no debe con- 
ceptuarse como significativo de mera antelación cronológica, sino como drno- 
tativo de una preexistericia de los tribunales al caso que pndiere provocar la 
privación, dotados de capacidad genérica para dirimir conflictos en níimero 
indeterminado". 
- 

18 Cit. par PALLARES, Diccionario de  Derecho Procesal C i d ,  p. 302. 
19 Trotado de lor Derechos del Hombre, p. 231. 
20 Idem, p. 257. 
21 Cfr. Lar Gorontias Individuales, p. 216. 

Cfr. idern, pp. 440-1. 
23 También ciertos fueros hati ocasionado poliiiiiras solire eonciitucioiialidad. Así, 

los tribunales administratiu3s, hasta la relornia del articula 104, 1, de la Constitrrrión, 
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3 b )  COXCEPTO DE LOS TRIBCNALES ESPECIAI.~S. JI:IIISPHL.I)EYCI.~ 

[.a Suprema Corte d~ Justicia de la Nació11 ha  ~i is i rntado qu;. "l>or triliii- 

nalrs cspeciaie? s r  entiende aquéllos que se crcan exritisiramentc para 

conocer. en un t i ~ m p o  dado. d r  ciertos drlitos o rispccto d r  dei~irninadoc 

< l p l i n c n ~ n t ~ s .  . . ' ' . 2 4  Esta definición, tal vez i r i~pirada eti J.ozaiio. suscita 15s 

mismos reparos apuntados al ahordar la de éstr. Sorlircniln. por lo demi?. 

que Burgoa expresamente la considere análoga a la suya. '' 
hlr jnr  cs el criterio esiahler:ido por la propia Cortc en otras sciitenciai. 

.Así, eii e1 amparo de A1on.o J.  Coiicipción entiende por trihiinalcs espe- 

riales n "los creados rxpresinleiite para conoccr d i  tin solo caso o de u11 
conjunto d e  casos, pero todos rllos drterminados (le antemano". En r1 

amparo de Blanco Fernáiidez, sostuvo qite "lo qtir la Constitiicióti prohihc 

P.; ~ I I C  E" fr i r rn~n triliiiiialr. ecprcialps para resciliir asuntos concretos y:i 

iniriaclos. . .". 27 

4. Ac~u~l . !Onn DEI. ARRITR,\.IE PRIVADO 

lil juicio por árbitros privados, tal VFZ la primera forma pacífira de 
obtener justicia, tiene en su haber  iiiia larga y riqiiisima historia, y actual- 

rle 16 de nouieiubre de 1945. C f r .  S E R ~ A  ROJAS. Di~iecbo .~!~lmi~iis t iot iro.  Editorial 
Poirúo, 28. ed., México, 1961. p. 1111: TRAGA. Dererho .4dminictrarii:o. Editorial Porrúa, 
ha. ed., hléxico, 1955, p. 586 y Cslis. 111 y IV, Tit. 11. Lil>ra Sexto. 

Asiniisrno. los Tribunnles para Menores han plaiiteado problemas <Ir coiistituci,3. 
nulidad. Los que consideró la Comisión Redactara dpl Código Penal de 1931 se refi. 
iieron .i los artículos 16, 19 y 21 Const. Cfr. Cesrc~nos Y GARRIDO, La Les Penal 
Merico>ia. Ediciones Batas, México, 1934, pp. 199-201. Sobre lo inismn: C A R R A N C ~  Y 

TR'JII.LO. Código Penal Anotado. Anti~ua Libieria Rohiedo, la.  ed.. hféxico. 1962. p. 
295, n. 293. Al respecto, es par demás iiitei-erani? la rjeciitoiia <le la Supirma Corte d. 
Jeíticia ~n el amparo promovido eii favor del menor Castaiirda. Esta d~ciitoria aliareco 
tiatisriita. coiiio apéiiiiice, en la cilailu obra dr <;i.tii<:eros y Garrido, [>p. 319-25. 
" Cit. por B u ~ ~ o n .  Los Gnrontius Indiuiduulrs. 1). 216. 

(Cfr. ibidein. 
"JSernciioiio ludiciol de la Federación, Quinta Epoca. Ilidiee t. XC' p. 3089. 
27 Sernannrio Jiidicinl de In Federación, Quinta Epoca, Indiee t. LXXXV, p. 2981. 

Cf~fi. r3Lre lo evolitrióii histórien de este insiituio: P A L L ~ E S ,  Diecionorio de 
Derecho Procesnl Ci~ii l ;  pp. 370-1: DE LA PLAZA; Derecho Procesal Ciail &pañol. 
E<liiai.ial Revi-ta <Ir Drrevlio 1'rir;ido. 3a.  d., Madrid, 1951, rol. 11, p. 489; Eiiciciopedio 
.Iiii-idicu Eq>aiiala. Fratici-co Seis, Editor, narceloiin. t. 111, voz "Aibitraje", y t. 11, voz 
"Albediio': LOZAS~,. . ~ Y T O \ I O  nc J.: OPUS cit.. Voz "Arbitrio". En la más reciente 
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mente es una institución expansiva que cuenta con más partidarios que dr. 
tractores. Inspirado en ideas librrales y dotado de ventajas térnicas y econó- 
micas' la legislación le es favorablc: así lo señala Redenti, ante e1 Código 
italiano." Por otro lado, Cosentini, uno de sus adversarios, indica quc "sr 

ha observado que no se puede reconocer como mejor una institución que 
en la evolución de los organismos judiciales representa un estadio inferior. 
porque en las  controversia.^ privadas el arbitraje es el stthrogado inmediato 
de la violencia".'O Para Chiovenda, "tan exagerado es considerar ( a )  esta 
institución como un mero residuo del pasado que como un camino de mejor 
justicia para el porvenir". 31 Por SU parte, Carnrlutti señala el error en quc 
incurrió la doctrina al pensar que el arbitraje privado desaparecería: ''El 
arbitraje está más vivo que nunca -dice expresivament-. El principio dr  
su vitalidad está en la tttilización de la obra combinada de las partes en In 
rlecrión del juez. Ahora hirn. la ohra combinada d i  las partes es rl alma 
del proceso cid". '2 

bibliografía mexicana sobre el tciiiii, cfr. ZEPED.~, El Z,<it~do Arbitral. CELA, la. ed., 
México, 1963, pp. 17 y ss. Acerca de la historia del arbitraje cii México, cfr. Rn1sEÑo 
SIERRA, El Arbitraje en el Derecho Priuodo, pp. 181 y ss. 

REDENTI, Derecho Procesal Civil. Trad. Santiago Sentís Melendo y M. Ayerra 
Redin, EJEA, Buenos Aires, 1957, t. 111, p. 110. 

80 COSENTINI, Filosofic del Derecho. Editorial Cultura, México, 1930, p. 440. 
31 CHIOVENDA, Institucioner de Derecho Procesal Civil. Trad. E .  Gómez Orhanejn. 

Editorial Revista de Derecho Privad*, la. ed., Madrid, 1936, vol. 1, p. 86. 
Paro una Reforma del Arbitraje, en Estudias de Derecho Procesol. Trad. Santiago 

Sentís Melendo. EJEA, Biienos Aires, 1952, vol. 11, p. 532. 
Carnelutti indica que el arbitraje ofrece la i-entaja de que permite tina descentrs- 

liznción judicial (ihidem), y de que lince posiblp. ajustar al  juez a la litis (medisnt~  
la elección del juez por 135 partes), ajustar el proceso a la litia (al facultar al árbitro 
para que establezca el procedimiento) y ajustar la ley a In litis (cuando re consiente 
en la amigable mmposición). Ideni, p. 533. Si en la práctica no hlnciona bien este 
instituto, es porque "el ordenamiento positivo del arbitraje ea indeciso, desorientado, 
nierquino: se trata al  árbitro romo a iin semi.ji~ea. doepravieto de poderes, paralizado 
par controles y ynr plazos ilógicos e inútiles. Si iio obstante ese régimen absurdo ha 
virido el arbitraje, es una nueva prueba de si vitalidad indestructible". Idem, p. 533. 

Numerosos acuerdos y normas dan testiinoiiio de Ins veiitajas del arbitraje. Así, cfr. 
Considerandos del Reglametito de Conciliación y Arbitraje de In Cámarn de Oimereio 
Internacional, texto que ha estado en viaoi desde 1947: Cámarn de Comercia Inter. 
naeiai~al, Reglamenta de Conciliación y Arbitraje. París, 1948, p. 9 ;  Resolueián ealire 
arbitraje adoptada par la Federación Intcranierieann de 1s Indiistria de la Construcción: 
Segundo Congrm Interamericano de lo Industria de la Coiistrucción, Memoria del.. . : 
t. 1, México, 1960, p. 48: y Resolución del Consejo de la Cámara de Comercio Intpr. 
nacional, de 21-22 de noviembre de 1961, ratificada por rl XIX Congreso de la propia 
CCI (20.27 de abril de 1963): Iiiternatioiinl Chambei af Commeicr. Stntements and 
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5. El. AI<RITR.\.IE PRIVADO E I  El. D E H E C I ~ O  COSSTITUCIOS.~L MESICATO 

No Iian olvidado nurstras Iryrs y pro!-eitos políticos fundamentales rrft.- 
rirsr a la facultad de comprometer en ir1iitro.s; que en orasionrs se consigria 
como garantía i i id i~ idua l  rcdiicidamentr. abraza r i r r tas  inateriaa penalec. 
rn  texto inmediato nl que rl~sti<,rra coiui:ioiirs y tribuiialcs esperiales. En 
Pstas hipótrsis se crea ii i i  prohlema rlc iiiterprrtación sistemitica; ficilmentc 
ri~sriluhlr en fa ror  d e  la legitimidad de-1 juicio por i r l~ i t ros .  Pero rsta solucióii 
--es pmciso s i l b r a y a r  conrienr al Drrrrho Iiistórico, no al rigrnte. Eii 

efrcto; ni la Caria dc 1857 ni I;i d r  1917 aludirrori al zirltitrajr privado. por 
in5s q11' a rrepcclo rxistía tina clara tra<licibii cotistititcional. 

0 a l .  V 4 ~ r ~ n a t . c z  J I ~ I ~ I S I ~ I I : ( : I ~ Y A I .  IJEL I\I~BITRI.IF. PKIY.~DO.  J ,EGISLACI~& 

Dista mucho de ser parífiia rii la doctrina la solucióii al prol~lema de la 
naturaleza, jiiricdicrinnal o rontractual; drl arhitiajp. Y ~l debatr arranca, 
IYI tiueiia partr. de la diirrsirlarl de regim~>iirs juridicos solme la materia, PII 

rsprcial acerca dc la rjrciitiridad del laudo. auii cuaiido tamhikn se nutre 
pn disparidad de apreciacioiies so l~re  u11 mismo sisteiiia. I'iir t.su tiene raióii 
Maiiuel de la Plaza ciiaridu afiriiia, al desarrollar uii piiiito de xista de Jaeger, 
que  "eii el conceptu dpl proteso arbiiral i i i f l u ) ~ .  . . ~irccii-ar cóni<i lo regula 
la norma positiva. Sólo rstit~liándula~ piirde salwrsr ci se pstá en prrsenciü 
rlr un siipursto de autoiiomía contractual. u frriit i  a iiiia situación de aut;). 
iioinia jurisdicciotial. El c3ráctí.r pí11,lico o pr i \ado del Juez, inferido de la 
rxteiisión de s u  podrrr~s; t,n r r l a r ió~l  con r l  ~ ~ i - i i c ~ s o  qtir s? Ir somrtp' sigue, 
pnri passu, la ainpliturl. mayor o iiirnor. d r  esa ai t to~iomia"."~ 

Rrsoliztions ol the ICC. 1<)61~1963. I'aris. I9hl. Ealire icglu- transiiariunale~, convenios 
iritrl-iiarional~s y pioyprtos <le Ir?. cfr. ~ R I S F H ~  S I F H ~ A .  El Arbitraje en el Derecho 
Prirodo, pp. 299 y ss. 

" Fk torno n cita iiiatrria. ? t i .  (:ori-tit~iribn dr Cádiz, artir!ilos 280 y 281; Regla- 
I ~ P C I I O  P r ~ v i í i o r ~ ~ I  Politico <Ir1 l i l ~ / ) t ~ i o  Miricano. nrticulo 58; Plan de la C;~nstitucióii 
I'olitica del Imperio Dlrxiciiio. Hase ia . :  ( : ~ n ~ l i t t ~ i i Ó ~ ~  de 1824, arliculo 156; I.ey 
(:o>isiiiiieional V (1836). :iiticiilo 3'1: Ba-r-. Oigiiiicnc, niticiilo 185; Estatuto Orgánico 
I'r<irisi,~iinl de 1.i Rrpúl,iiia .2lr\icri i: i. i<rticitli> 60. 

Derecho Proces<il Ciiil EspiiBol, $01. 11. p. 185. 
Contra este piinto <le ri313. que c ~ r i ~ i ~ l e r s r n o ~  aceptalile. Rriseño Sierra indica qiie 

riu "t>iiedr.n t o t i ~ n r c ~  ciert.r* rasgo. ilc 13 Ir:.i;licibii riosiii\a imrn drcloiar qiie la insti- 
tución cambia de coniinciual a juii~liccional. o dr ~ii-ivnda n ~~úl~l ies .  acgóii virieii 
la. reglas aplicahlc>. E'fr i ~ l a t i ~ i . ~ i i o  rr- i i l ta i i i i ;  p~ijiidicial viir riiolquier postura 



Sobre esta idea, recordaremos rápidamente nuestro régimen positivo del 
arbitraje privado voluntario, en cuanto tenga que ver con el debate entre 
jurisdiccionalismo y contractualismo, y en cuanto, por ende, sirva o no para 
dotar al órgano arbitral del carácter de tribunal auténtico. 

El artículo 504 del Código de Procedimieiitos Civiles para el Distrito 
y Territorios Federales llama sentencia a la resolución del árbitro que pone 
fin a la fase de coiiocimierito. El articulo 609 del mismo texto habla de 
juicio arbitral, y tal es, también, la denominación que acoge el Titulo Octavo 
del Código. El artículo 619 consagra la garantía de audiencia en el proce- 
dimiento ante árbitros, otorga -interpretado a contrario sensn el párrafo 
segundo- dereclio a la apelación, y permite la sumisión del litigio al juicio 
arbitral en segunda instancia. El articiilo 620 indica que "el compromiso 
produce las excepciones de iiicompetencia y litispriidencia, si durante él se 
promueve el negocio en un tribunal ordinario". El articulo 623, al referirse, 
en sistenia de rernvio, a las causas de recusación dc árbitros, da a éstos el 
tratamieiito (le jueces. El artíciilo 625 también da a la resolución final del 
irbitro el nombre de sent~ncia. El artículo 630 otorga a los árbitros potestad 
de conocimiento, tanto de los incidentes cuya resolución sea necesaria para 
fallar sobre el principal, como acerca de las excepciones perentorias y aun, 
en ciertos casos, de la reconvención. El artículo 632 estatuye que la ejecución: 
tanto del laudo como de los autos y decretos, queda confiada al juez ordi- 
nario de primera instancia, pero en ningún momento habla, ni expresa ni 
implícitamente, de homologación. El artículo 633, interpretado a coiitrario 
sensu, se refiere claramente a la jurisdicción que detentaii los árbitros. Y 
en el artículo 635 coiisagra la apdación y aun en el juicio de garantías contra 
las resoluciones del Brbitro designado por el juez. 

Por su parte, el articulo 20. de la Ley Orgánica de los Tribunales Co. 
munes del Distrito y Territorios, incliiye a los árbitros eiitre los órganos 
dotados de facultad de aplicar las leyea en los asuntos civiles, al tenor de lo 
establecido por el articulo lo. del propio ordenami~iito. El artículo 30., que 
se refiere sólo a los árbitros voliintarios, indica que éstos no ejercerán auto- 
ridad pública: pero les reitera la facultad de conocimiento, en los términos 
del respectivo comproiniso, del negocio o iiegucios civiles que les encomien- 
dan los interesados. 

errónea peni absoluta.. . Resulta indisputable que se puede y debe hablar de arbitraje 
concebido 'a priori', como meta a alcanzar en los eomenioi internacionales y en los 
proyectos de leyes uniformes.. ." El Arbitraje en el Derecho Privado, pp. 38-9. En 
favor do la tesis defendida eii el texto, cfr. Cannsi.u~~i, Arbitrnje Ertro»~jero, en 
Estudios de Derecho Y~3cesa1, rol. 11, p. 462. 



Es Chiovenda el indiscutible aliaiiderado de la postura contractualista. 
Para el maestro italiano, la prezr,nci;i dcl órganti público <l i frr~t i<. ia  al pro- 
ceso del arbitraje; é ~ t r  sólo se convicrtc en figura prori ia l ,  indica, cuando 
ha  sido coiivalidado por uii órgano f,statal: y <le ahi qiir el arbitraje esté 
sometido a la regulación drl  Dereclio proce?al. 3" 

Para  Chioreiida, i I  compromiso i r n ~ ~ l i c a  una i-enii~iria al cniiocimierito (le 
una coiitroversia por la aiitoriílad judicial. ):ti rsie sentido, tiene importancia 
procrsal iirgatiia. cii ciianto qiie imlii<le ?r c~ns t i tu )a  la relación lirocisal, 
,. 1. ,I c\cepciúii . - que genera drl,c cr>iisidrrarsc,; c impli~m~ii tc ,  (Ir compromiso, v 

ii<i de iiicoinpeteniia ni d~ liticpcndrncia. ""iidica VI  autor citado que lo 
~ I I I .  las pxrtrs su~t i tuy<~i i  al procc.-o es afín a é s l r  rii sil ligiira ii>:i<:a, "cs 

decir, eii ser una re~olurión d i  coiitrovci-sias mr<liaiitc iiii juicio ajtmo; pi:ru 
cl árbitro no r s  fuiicionariu del F:stad«. ni, ticaic jiii-isdiccióii. ni propia n i  
<Iclc~ai lü;  no actúa la Ir!. no la pjrcuta; : i~s facultades dr,riiaii de la \.oluntad 
<Ir las partes crprriatla rii conformidad con la Ir!; su <Ir<.isiiin íseiitencin 
arbitral o laiido) es irrrvocabli por vo lu~i ia~ l  di. la: parte:. l ~ e r o  no es ejecii- 
tiva. El Estado rr>riiiertt, iLn ~ j r c i i t i \ o  ~1 laudo. nirdiaiitr un acto de uii 

órgaiio jurisdircioiial pri~piri: pite acto d~ jiiri;ilirrióii r i~p i . t a  In iiatiiraleza 
privada del laudo; Iirri] asuinr ;ir contenido vii  propic f i ind~im~i i to ;  con rPto 
t.1 laiido. convertido eii c.jiiiiti~o: adqiiirrr raiigo ilp acto jurisdiccioiial". '7 

Los puntos de l is ta  tranicritw ha11 sido a<loptado.;: en forma casi textual, 
por la jurisprudencia de la Siiprema Cortr de Jiisticia de I\.li.xico, a pesar 
de: que la lrgislaci6ii nirxiraiiz ni, prevé, como la itnliana. que Chiovenda 
liiiid6 sus aaer-iracioiies, ii~i la hut~iologarióii <le1 lau(l<,. 1'r.r~ aun para la pro. 
liia legislación italiana. algiiiiri. autores  roiiio Iiocco (<.fr .  i i iIral,  clisprendi~ii 
<:nnclusiones aiiticcii>tractuali~l;ts. 

Según Chiovenda: ~iur:, iiri calic, alirmiir r i i i ~  i I  iirl>itraje tiiiga naiii- 
raleza jurisdiccional, ! esto por la falta iIc p o < l r r c  que caracteriza a I<is 
:irbitros. Por  la niisiiia raziiii. c i  iinpoil,lr. priisnr qiic se ~.:tá aiitr uiiii 
iiipútesis de eiitrega dc luiiiioiirs púhlicai :t Iirc p~rticul;tics. :'" Por lo demi:, 

1nstitueion~s de D ~ i e c i ~ i i  P,u<e.xil Citil.  wi. 1. 11. 11. 
:iVIderii, $1. 83. 
::' Icleni, pp.  83-21, 

O p .  y loc. cit. 
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el laudo no es otra cosa que el piemento lógico dc la sentencia, y en ésta 
"el elemento lógico no tiene otro calor sino ser la preparación del acto de 
voluntad de la ley, y en el cual el acto jurisdircional, la sentencia, consiste". ''3 

Líneas adelante, y en apoyo de su propia tesis, analiza Chiorenda el 
caso del llamado pacto extranjero, por el que se acuerda someter a la coiisi- 
deración de árhitros extranjeros una determinada controversia. En vista de 
que la función jurisdiccional, pública como es, sólo puede ser ejercida por 
nacionales, el maestro italiano afirma que el pacto extranjero "debe consi- 
derarse válido para quien ve en el arhitraje una actividad meramente pri- 
vada, y no puede considerarse nulo sino por quien, partiendo de la idea, y3 
desechada, que atribuye al arbitraje carácter jurisdiccional, encuentra este 
pacto contrario a nuestro orden público, porque implica una prórroga o 
renuncia de la jurisdicción nacional". 'O 

El insigne procesalista Francisco Carnelutti analiza la institución del 
arbitraje al examinar la noción de los equivalentes procesales, 41 y coteja 
al arhitraje con la transacción, notorio equivalente, para luego decir que sí 
existen puntos de contacto entre el compromiso y la transacción, pero que 
10s hay "también entre la sentencia del árbitro y la del juez; y lo Único 
que se puede afirmar con certeza es que el arbitraje representa el tránsito 
de la solución contractual a la jurisdicciorial del litigio. Más exactamente: 
el tránsito está represrntado por la especie realmente híhrida de proceso 
arbitral constituida por el arhitraje en forma de amigable composición". 

Sostiene Carnelutti que el arhitraje se coloca ya, de plano, en el terreno 
procesal; por tanto, no debe ser considerado como equivalente, a diferencia 
de la transacción y del proceso extranjero. "La razón consiste -indica el 
aiitor- en que, a diferencia del proceso extranjero, el proceso arbitral se 
halla regulado por nuestro orrlenamiento jurídico no sólo en cuanto a la 
verificación de los requisitos de la sentencia arbitral y de sus presupuestos, 

39 Idem. n. 85. ~~~ , . 
40 Idem, p. 91. 
41 Los eouivaleritci iurisdiceionales con. nnrn Carnelutti. "actos determinados oor . . 

un interés que no es el del Estada italiano en eiianto a la composición de los conflictos, 
si hien se les reconoce, en ciertas condiciones, idoneidad para alcanzar la misma fina. 
lidad n qiie tiende la jurisdiccióii". Sistema de Derecho Procesnl Civil. Trad. Nieeto 
Alcali-Zan~oin y Castillo y Santiaso Sintis Melenda, UTEHA. Buena Aires, 1943, 
t. 1, p. 183. 



.<¡no tanibiéii, y aiiti, todii, por lu q u r  roiicii.rnr~ a la inge.ri,iiciii 0r.l Estado 
tmi el d e ~ e n v o l ~ i m i ~ i i t o  de4 proceso inismu". " 

En otra obra, Carn:dutti examina al  arl,itrajr a la luz del ~ i s tcn ia  j~irírlicii 
i taliai~o. Y sc suma d r  I~iieii grado a la ~~pi i i ió i i  d r  Chioveiida, afirmando 
que "mientras no se demurstre qiie r l  árbitro pronuncia por sí In sriitrncia: 
cri vez <Ir prepararla p i r a  qur  otro la prriiiuncir.. no se deir iur~t ia  qiie esti. 
~iiovisto de jiiriidiccióii.. . t w o r  (le casi todui 10s qiie en Italia han si~sie- 
iiiclo la jurisdiccionalidad ilcl oficiii d r  los i r h i t r i ~ s  lestú) eii no liahcr puesti, 
ntriición rn  e1 hecho (IL, qiic b i i i  pl dpcrc~to <Ir1 prctor e1 Iaudu ~ s t i  despro- 
visto. iio síiln d r  eficacia rjrciitiva. siiio tarnhifii [le e l i rar ia  obligatorio, y 
i ~ i  Ins consecuriicias qiii- di, este hreho ticiren que scguirsr en orden al 
< . a r i r t ~ r  d r  a q i i ~ l  oficio. . ." '3 

Yu son los i r l i t r o s  \.erdadeius jueces, r n  suma, porque no pueden pro. 
riunciar iitia sentencia por si rnisrno$. P<iro r3n t ~ t a  af i rmariún radica tam- 
I>iéri, apunta ~1 propio Carn~lu t t i ,  CI último rr t remo d r  la nrpación qiir 
uiiFtenta. Pnrqiie ahí dondr lo? 5rbitros p~it,íli~ii prnnunciar la sentencia, como 
aroiitere rn  111s s i s t ~ m a s  alen>áii y aiistriaro. -'son cn cambio juecrs verda- 
deros y propios". 4' Y a rste último efccto iiri obsta que  se trate de jueces 
privados, '%ni qup carrzraii de los podcrrs d~ condiicciún del proceso, al 
iiioclo qiir los pose? rl juez ordinario, ni que VI laudo tenga mriior eficacia 
,111~ la iviitciicia d ~ l  juez romún. " 

Scpiin fledenti, el ariierdo compro mi sor ir^ rálidaineiite coiicluida inier- 
j~nrtes prodiice, aiin antes de la ac~ptaci i ín  o dr l  iiumbramieiitii <le los árbi. 
tros, el i~frcto :i>iistitutivo en ordrii a lii accibn de ercar  una rxcel~cióii de 
iinproreitibilidail. -'Y Kxplica rste procesalista la carencia d e  potestad de impe- 
rio por parte <Ir los árl~itros: diricrido qiir éstos. por drr ivar  sil funciiin de 
iin rirgocio jurídi<,o j- no d~ una inbcstidura CIPI Estiido. 1 1 ~ 1  pueden estar 
provisios de poderes coactivos. 'Wont inúa  diciendo Redenti qur de la legis- 

" S i ~ t e n i u  de Derecho Procesal Ci r i ! ,  1. 1, p. 208. 
4 q ~ l i t r < r j e  Erti«nj~. ,o.  en Eitudios dc Dcreelio Procciiil, val. 11, 11. 461 
44 IIdeni, p. 462. 
"Vhidern. 
' lVIdeiil ,  p. 465. 
47 Idein, p. 468. 
48 Cfr. Derecho Procesul Civil, t. 111. p. 106. 
I V d e r n ,  p. 100. 



lacióii italiana resulta "qiir una seiiteiiria arbitral jiirídi<:an~ente eficaz rcimi) 
tal. es necesariainrnte una prorideni:ia compleja, rp~iiltante del laudo propia- 
mente dicho (pronuiiciainiento de los árbitrns) más el decreto de ejecuto- 
riedad (o la ordenanza del pr~sideiite del tribunal)". 

En otro lugar de su obra, Redenti se refirre al carictrr público de la 
función de los árbitros, y manifiesta qiir puede inferirse de la "autorida<l 
y eficacia, iiidiidahlemente iuris puhlici, que puedc asumir w pronnncia- 
miento. Es verdad qiie ésta dpperide furmalnientc del clecr~to del pretor. Peu, 
el examen del pretor.. . es Únicamente (le regularidad (legitimidad) formal y 
extrínseca. El contenido de la decisión y de las ~~roposiciones [le carictcr 
dispositivo (condena, declaraciones de certeza con autoridad de cosa juzgada, 
providencias constitutivas), proviene Únicamente de los árhitros (de sacculo 
eurum). Ahora bien, no parece que eso sea concebible sino en cuanto dicho 
caricter público se atribuye tanibi61i al procedimiento formativo de la deci- 
sión. El carácter legalmente reconocido del prodricto se refleja o repercute. 
pues, a tergo, sobre las actividades (actos o hechos) que han servido nece- 
sariamente a sil producción". Poco adelaiitr. sin embargo. el procesalista 
italiano parece vacilar cuando dice que "el carácter público de la funci61i 
(de los árbitros) está subordinado o condicioiiado iiire al reconocimiento de 
que se ha ejercitado legítimamente, lo cual resultará dcl decreto del pretor o 
eventualmente del resultado de la impugnativa de nulidad.. . " S 2  

Ugo Rocco se plantea el problema de saber si el proceso y la jiiri.sdiccióii 
arbitrales son ejercicio de verdadera jurisdicción o funciones netamentc 
privadas. Al respecto, recuerda que, ireiitc al carácter generalmente impe- 
rativo de las normas relativas al proceso civil, el artículo lo. del Código de 
Procedimientos Civiles italiano ofrece la posibilidad <le que, si bien Iii 

justicia oficial es inderogable en esencia y se atribuye normal y exclusiva- 
mente a órganos estatales ad boc, en ciertos casos puede ser derogada rii 
favor de órganos que no son los ordinarios y normales. Esto acontece, prpci- 
sameiite, en el arl~itraje, donde el "Estatlo deja n los pnrticiilarrs la facultad 
de ejercitar una función pública, o en gen~ral ,  un servicio público, sin 
perder, no obstante, la calidad de simples partirulares. . ." 53 

60 Idem, p. 132. 
61 Idem, pp. 112.3. 
32 Idem, p. 113. 
53 Teoiia Geni~ol  del Proceso Cit'il, p. 99: rfr., idem. pp. 97 y ss 



h1tdi;iiitr rl r:oiiiliiiirriiso i~rliitral. 111s pnrtcs i i o  i.i,tilii.i,.ii ti I < i -  i i-l~itrus 
Iii jiirisdirciiín de que  ellas rniñiiias cariec.ti. 1icr.i i.tr i.lrrt<i s~ prorlucc~~ ijpr 
l i s  al darlr cauct  lega1 lo- ~~ari ic i i lares  gracias a IIII:I dt-clararióii de 
voluiitad juridicaiiiriitc relevarite. I,a consrciicncia juridiia ilf4 corn~ironiiso, 
r,ntniirrs. d r r l w  de la ley y iio de la \-oluntacl de las parte.<. Y por lo qiic 
atiende n lcis irbitros. rl I)crt-rh<r crt,a una fniiiltad d e  éstos al desempciio 
~ l c  las fiinrii~tii~s jiirii<lirciorialc._ correlati\ii n la ib1,li:aci;iii dr.1 Estatlii dr 
i.i.lx.tar d c j ~ r c i ~ i o  dr ~ $ 3  fnciiltnd. Así. dcl Iiv~liii <:i>mprc,niicii <li.rivrin ~ i i i . i  

relaci6ti pri\iicla ctitrc I i i ?  partes Y otra ~>íil,lica ciitrr el Ebta<lo y ICE i r -  
Iiitr<is. K 4  

Opina Rocco qiir rl car:ictrr juriiilirrional dcl arhitrajr. riicuentra apoyn 
c ~ i ~  los hechos d e  q u r  no puedan ser i rbi t ros  sino los iiari«nalcs. y de que el 
laiidn dpbp p r o n u ~ i ~ i a r ~ e  d ~ n t r o  del territorio rli. la Hepí11,lica. 95 

Por filtimii. afirma Rocco que r l  laii<lo es \ - rrdai l~ranirntr  =t-ntpniin, r n  
ELI ~,ali<lad de "acto de dt.claración del d r r r rho  emitido por b r ~ o n o s  privados 
~ I I I .  Lisilrnrn la Iiiiiribn jurisdircioiial". " "La zrntrncia arljitral iiiia vt-r. 
i l a d r ~ a  y propia sentrncia dotada de fucrza obligatoria; pero le falta la 
fiicrza ejecutiva. cjur es caract<.ristica del poder del imperio del Estado". 

El procesalista espariol b l o n u ~ l  de la Plaza reconoce pn ~l arbitrajr,  si. 
guirndi, aquí a Carncluiii. un punto de pasii m t r e  las solucioties contractual 
!. jiirisdiccioiial del litigio. " 8 observa que, 1iit.n el Estado coiiccdr a los 
particrilares la facultad d e  que su coiitroi-i.rsia scx resuelta p ór:anou 
irtraoficialrs. ir" reriiiricia jarn:is a intcrvriiiv, j- priva dr fuprza rjecutivn 
al laiiclo. mientras no i n t c r p o n ~  sil autoridad iin ó r ~ a n o  juriuclircional eii 
se~iii<lo estricto. jg Con Silva Melrro, d i ~ t i n g u r  tres rnornriitos rn  la rénesis 
~ P I  nr l~i t raje:  "aquél en que las partes prrferrioiian el contrato de iomprn- 
miso. que es negnrio de derecho privado; aquel otro. en qiic csa \.oluntail 
cristaliza cii uri documeiito y se enderrza a lograr uii a r to  de marcada co!:. 
dicióri receptiva (la aceptación). rngriidrador de iin vínciilo que surge entre 
los litigantes y ir1 árbitro. y que se azernrja a i t i i  mandato ( i i~goc io  privado 

64 Cfr. idem, pp. 100 y os. 
3 Cfr. idem, pp. 112 y 118. 
" Idrm, p. 101. 
" IIdcm, p. 119. 

Cfr. Derecho Proceso1 Ciiil E ~ ~ a i o l .  701 .  11. ii. 486 



también) ; aquel otro momento, finalmente: en quc, investidos los árbiiror 
de iin poder, que está e11 potencia en la le). que así lo reconoce, pero que sti 
traduce iii actu, por obra del compromiso, ejercen iina actividad púlilica, 
la de juzgar". 

Prieto Castro explira que el efecto de instituir el arl~itraje es la entregii 
del conocimiento de un negocio a iin trihiiiial integrado por miembros que 
no son jiieces públicos, pero que actúan como tales, y sustituyen a los del 
Estado durante la fase cognitoria de la controversia. En sil origen, el arbi. 
traje es negocio de derecho privado. pero rn su desarrollo llega a ser materia 
procesal y produce efectos de declaración vinculaiite y ejecutiva. 

Señala Prieto Castro que es la ley, y no la voluntad dc las partes, qiiicii 
"otorga al laudo (sin decirlo expresamente, prro por los efectos) la misma 
eficacia qiie a una sentencia de Tribunal púhlico, y si tiene conicnid<i condc- 
natorio o de otro orden que neresite una ejeciición en seniido mis  <i menos 
amplio, no obtenida voluntariamente del siijeto obligado, el acreedor ha d~ 
acudir al órgano jurisdiccional que tiene reservado el poder de dicha ejccu- 
ción.. .". Por lo demás, y "a pesar de . . .que la petición de la partP 
al juez sea de inmediata ejecución, no dc admisión a ella (declaracióii dc 
ejecutabilidad), es indudable que al mismo compete una lahor de homolo- 
gación, sobre todo acerca de la firmeza d d  laudo.. ." .u4  Recuerda Prieto 
Castro que diversos autores sostienen expresamente que "la sentencia [le 
árbitros, en sentido estricto, no necesita ser bomologada, y que, por consi- 
guiente, transcurrido el plazo de impugnación, adqniere la fuerza de cosa 
juzgada (artículo 408). Tiene interés esta discusióii -dice Prieto Castro-- 
tratándose de sentencias declarativas puras o absolutorins, es decir, que no 
necesitan de ejecución y que, por lo tanto, no serían examinadas por ningún 
Juez público, con arreglo al artículo 838". 

60 Idem, p. 384. 
61 Cfr. Derecho Procesal Ciuil. Madrid, 1956, p. 275. 
8% Cfr. idem, p. 268. 
63 Idem, p. 293. 
04 Idem, p. 463. 
65 Idem, p. 463, n. 1. 



Tarnl~ién .4lcalá-Zarnora y Castillo se alilia, deiinidanieiitt~; a la tesis 
jurisdiccionalista. Para él, no se puede negar al arbitraje iiaturaleza procesal 
p jurisdiccional. No la “procesal, porque el proceso, que no es el procedi- 
miento, iio sr caracteriza por la realización de más <i menos actos rii por la 
obscrrai~cia de estas o aquellas formalidades (de las q u ~ ,  además, iio es12 
del todo Pxerita la aniigable con~posición), sino por los fines que cumple. En 
este sentido, tari decisión de litigio es la seiitencia del juez público romo t,l 

laudo del j~ie7 privado, y lo prueba .SIL cualidad dc cjccutorio, aunque por 
carecer de iniperium iio puedan los árhitros llevarlo a cumplimieiito. Tampoco 
cabe sostener que los árbitro= 110 <.jrrzan jurisdiccióii, si Ilieli, como c5 
natural, no son depositarios permaiientrs de podrr jiirisdicciorial. Para negarle 
rarácter jurisdiccional al arbitraje, habría que reputarlo institucibn de derecho 
Iirivado; pero, ¿,cómo se explica imtonces qiir su encuadrarnieiito se detr,r. 
mine. bajo pena <le nulidad, por normas de Drrecho público, cual las dc los 
Códices procesales; que los árhitros piiedan requerir el auxilio de los jueces 
~statales; qilc Estos qiii,irn obligados a ejecutar sus laudos; que la excepción 
de compromiso rquivalga, scgún los casos, a la de inrompetencia o a la de 
litispeildcncia y que la <le cosa juzgada se refiera por igual a sentenrias y a 
laudos; qur iin proceso iniciado ante jueces pkhlicos se pueda desplazar 
ante jueces privados y que por el contrario, la inipugnacióii de los laudos 
?e Ilevc ante los tribunales del Estado? Demasiadas prrguntas, que con diii. 
cultad responderán los defensores dri la intcrprctnción privatista o contrac- 
tualista del arliitraje, al qur, por lo mismo: consideramos auténtico proceso 
jurisdicrioiial -y no mero 'rquivaleiitc'-, con la peculiaridad orginica di! 
que rn 61 conoren jueces institiiidos por las partcs al amparo de 1s autori- 
zación rstaial, ya que sin ella sólo pndrían I i ac~r  papel de mediadores". 

En ntra ol>ra. Alcalá-Zamora indica quc "el carácter pr<icesal de loi 
juiciijs de irbiti-os y de amigalilrs componedores rs indudable, especialm<~iite 
rl drl primer<>. irispirado en rl procedimiento ante PI jilrz públic«. . .". "7 

66 ALCALA-Znaionh Y CASTILLO y LEVENE í h ) ,  Derecho Proceso1 Penal. Editorial 
(:iiillemio Kraft, Ltdo., Biienis Aires, 1945, t .  1, pp. 208-9. 

< l i c i o n e s  de ncrcclto Espníiol al Siitenia d? Deroi.110 Proresni Civil ,  de Francisca 
C;icneliiiti, ITTETIA. Jliirno- Airesl  1924. t. 1, p. 212. 
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Eduardo Pallares, que ha desenvuelto un notable análisis de la insti- 
tución que nos ocupa, de acuerdo con nuestro Derecho positivo, indica los 
dos términos de la discusión doctrinal. De conformidad con una de las tesis, 
el juicio arbitral es sólo contrato privado de compromiso, con efectos de 
Derecho privado meramente, y en él no hay jurisdicción ni jnicio verda- 
deros. Se otorga mandato a los árbitros y el laudo es únicamente proyecto 
de sentencia. La tesis antagónica establece que el compromiso es contrato de 
Derecho privado que produce efectos de Derecho público; éstos emanan 
de la ley y no de la voluntad individual. Existen entonces jurisdicción da 
carácter excepcional y verdaderos juicios y sentencia. 68 

El ilustre maestro mexicano, que comulga con la doctrina de C'go Rocco 
y critica a los tribunales su adhesión a la tesis contractualista, sólo expli- 
cable en países que exigen la homologación del laudo, formula las siguientes 
puiitnalizaciones: del Código de Procedimiento Civiles se infiere: "a) Que 
los árbitros tienen jurisdicción. b) Que el juicio arbitral es un verdadero 
jnicio. c) Que el laudo de los árbitros es una auténtica sentencia". " Lo 
anterior se desprende de los artículos 609 y 616, que hablan de juicio; 620, 
que hace procedentes las excepciones de incompetencia y litispendencia, 
lo que sólo tiene sentido si los árbitros cuentan con jurisdicción; 623, que 
regula la recusación; 625, que llama sentencia al laudo; 630, que faculta 
al árbitro para "conocer", cosa que es atributo de la jurisdicción; 631, en el 
mismo sentido, por lo que iJr a costas y a miiltas; 632, que no otorga a los 
jueces potestad para modificar el laudo; y 633, donde se habla de la "juris- 
dicción que no tenga el árbitro". Si se relacionan entre si los artículos 631 
a 634, se concluye que los árbitros tienen facultad de conocimiento y deci- 
sión, aun cuando carecen de la de imperio, la cual, por otra parte, no es 
esencial a la jurisdicción. Por último, el artículo 635 hace procedentes los 
recursos, lo que sólo se explica si se acepta que el laudo es sentencia. 

Rafael de Pina y José Castillo Larrañaga escriben que considerar al 
arbitraje institución de carácter privado, en vista de que toma su fuente en 

68 Cfr. Diccionario de Derecho Proceso1 Civil, p. 372. 
88 Idem, p. 373. 
70 Ibidem. 
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uii compromiso, equivale a confundir el impulso quf' lo dcterinina cuii t.1 

fin que se persigue, "Para nosotros -continíian diciendo- la naturalcz:~ 
jurisdiccional de la función dr  los árbitros se dedure de la finalidad que si. 
les atribuye. . . 1,os árhitros constituyen un órgano jurisdiccional accidentcl, 
iiitegrado por jueces no profesionalt.~, encargados di. administrar justicia c,n 
un caso conrreto.. . El árbitro e? el titular orasional de una función pública 
(la jurisdiccional) . . ." T2 

Los autores citados concluyen qiic e1 laudo es ~e rdadera  seriteiiiia, y la 
iiecesi<lad de homologacióri a qutJ .se Ir somete i , i i  algiinos paises, ni, puctla. 
desvirtuar s ~ i  naturaleza. l3  

I l u ~ . ~ o a  impugna el reiterado criterio <Ir nuestra Suprema Curte <Ir Justii.ia 
pn el sentido de no consid~rar a los árbitros como autiiridadrs, ni a sus 
laudos atacables, en consecuencia, por r í a  de amparo. En apoyo de su punto 
de vista, Burgoa aduce qiie "iin laudo arbitral es una resolución eminente. 
mente jurisdiccional, puesto que decide la controversia suscitada entre los 
sujetos drl compromi~o correspondiente, y dicha resolución ostenta un carác- 
ter autoritario, cn virtud de que PI juez que ordena su cumplimiento o 
ejecurión no lo revisa, y, por tanto, no la puede confirmar ni revocar, sinii 
que debe rontrarrse obligatoriamente a prorecr sohre sil realizarión". Y :lo 
S" diga en contra, prosigue argumentando Burgoa, que el árl~itro carece de 
imperio para ejecutar EUS propias resolucinnes y que éstas, por lo mismo, 
no lo son de autoridad, pues cabría afirmar idéntica cosa de las sentencias 
qiie en alzada pronuncia el Tribunal Superior de Justicia. al que no incumhe 
ejecutarlas. '( 

Este autor si, proniincia en pro del carácter jurisdicrional del arbitraje 
privado, que no podría afirmarse si por tribunal se rntiende sólo al órgaiio 
estructuralmcnte incluido en cualquiera de los p<iilrrrs estatales. En cambio, 

71 DE P ~ N A  Y CASTILLO LARRAÑACI. I n ~ t i l u ~ i o n e s  de Derecho Procesd Ciuil. Ediio- 
riiil América, México, 1946, 11 .  48. 

7' Idein, p. 49. 
73 Ibidem. 
74 El Juicio de A~izpnru. Editorial Porrúo, 40. rd., M¿rieo, 1957, p. 155, n. 123. 
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si como "tribunal se significa un órgano que sin ser autoridad, funciona 
para decidir contiendas pntre partes determinadas, entonces sí son los árbitros 
tribunales privados, por más que en ciertos casos ni dirijan un proreso sino 
un simple procedimiento más o menos complicado, ni puedan ejercer función 
ejecutiva". 

También para Zepeda e1 arbitraje privado reviste naturaleza jurisdic- 
cional. Y aún cabría afirmarla en el sistema drl Derecho italiano, donde no 
existe acuerdo doctrinal que la impugne, sobre la base que brinda el artículo 
lo. del Código de Procedimientos Civiles de Italia, que indica que "la 
jurisdicción civil, salvo czcepcwnes esp~ciales de la ley, se ejerce por los 
jueces ordinarios.. ." ' 6  Según vimos, este último argumento ha sido em- 
pleado por Ugo Rocco. 

En cuanto a México, la aceptación jurisprudencia1 de la tesis contractua- 
lista obedece a una indeseable imitación extralógica sin positivo sostén. 
Por el contrario, con fundamrnto en nuestro Derecho es posiLle concluir 
' 8  que el árbitro es una autoridad y que ejerce jurisdicción; que el laudo 
arbitral es una auténtira sentencia jurisdiccional; y que, por todo ello, el 
instituto arbitral es de carácter jurisdiccional y público". 77 

Entre muchas sentencias dictadas por la Suprema Corte de Justicia en 
relación con el arbitraje, Pallares selecciona una, de importancia singular, 
que postula una tesis ci)ntractnaiista del instituto. Nos referimos aquí a esta 
tesis de la Corte en los diversos capítulos principales en que la descompone 
Pallares, y a la crítica, en nuestra opinión certera, que este último le dirige. l8 

Dice la Corte que el arbitraje es "una convención que la ley reconoce y 
que, por cuanto implica una renuncia al conocimiento de la controversia 

76 El Arbitraje en el Derecho Privado, pp. 86-7. Conviene recordar que Briseño 
Sierra llama tribunales especiales a los que nmotros hemos calificado de fueros, y 
denomina excepcionales y de comisión n los que hemos designa& corno especiales. El 
mismo autor sostiivo la tesis juricdiciianalista en Categorios lnrtiruciondes del Proceso. 
Editorial José M .  Cajiea Jr., S. A., Puebla, 1956, pp. 164.5. 

78 El Laudo Arbitral, p. 271. 
'7 Idem, p. 270. 
78 Cfr. sobre esto, Diccionario de Derecho Procesal Ciuil, p. 372. 
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por la aiitoridad judicial, tiene una importaricia praccsal ncgati~a". Pallarcs 
observa, con razón, que el supremo tribunal confuii<lc rl acto contractual qiir 
genera el arbitraje con sus efectos netameiite procesales. Afirma luego la 
Corte quc mrdiante el contrato de compromi~o "se sustiluye rl proceso curi 
algo que es afiti a él en su figura lógica, supuesto qur en iiiio y en otro 
casos, se define una contienda mediaiite un juicio ajeno". Pallares objeta 
que la ley considera a los procedimientos arbitrales como de carácter autéri- 
ticamente judicial, "quc producen las excepciones de  ini:omprtencia y litis- 
pendcniia, y dan naciniienta a sentencias que pueden recurrirse por medio 
de la apelación y aún, cii ciertos casos, del juicio de amparo". Eii seguida 
iustenta la jurisprudencia que el árbitro no ticne "jurisdicción propia ni 
delegada". y a esto opone rl comentarista cl texto drl ariiculo 633, qiie 
cxpresam~iite contempla la jurisdicción de los árbitros. Adelante, la sentencia 
sostiene quc rl laudo no rs por si mismo ejecutivo. A cstr respecto, el 
maestro apunta que, en los términos de la ley, "los árhitros carecen de 
juris<licción para ejecutar sus propias resoliicion<~s. . . y éstas deben ser 
ejecutadas por los tribuiiales del orden común, lo cual es muy distinto a la 
tesis de que la sentencia por s í  misma no es ejecutiva. . . Nada existe en 
nuestro Código de Procedimientos civilis que pueda servir de fundamento 
a esa falsedad" (la de que el laudo de los árhitros se convierte en ejecutivi~ 
mediante una resolución judicial). "Las ejer:utorias que pronuncian las Salas 
del Tribunal Superior, son ejecutorias por ~í mismas, y no requieren el 
cxequatur del juez a quo para adquirir esa cjerutoriedad. Sin embargo de 
ello; las Salas carecen de jurisdicción para ejecutarlas". 

Afirnia posteriormente la Corte que "el laudo sólo puede convertirse en 
ejecutivo por la mediación de un acto realizado por un órgano jurisdiccional 
que, sin quitarle su naturaleza privada, asume su contenido; de suerte que, 
eiitonces, el laudo se equipara al acto jiirisdiccional". En contra, el crítico 
que vrnimos citando indica que "la ley no equipara los actos de los árbitrns 
a los jurisdiccionales, sino que les atribuye este último caráct~r ,  en todas sus 
disposicioiies". 

Postula la sentencia comentada que "el laudo sólo puede reputarse como 
una obra de Iógiva jurídica que es acogida por el Estado, si se realizó en las 
materias y formas permitidas por la ley". Pallares opone que "el Código eii 
vigor iio reputa el laudo como una obra de lógica jurídica, sino como verda- 
dera sentencia, puesto que otorga recursos rii contra de ella y ordena que 
los tribunales comunes la ejecuten sin necesidad de exequatur". 

En otra parte de SU seiitencia. el alto tribunal o b s e r ~ a  que "el árbitro 
tarecc de imperio, puesto que n o  purdr examinar roartiramente testigos ni 
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practicar inspecciones oculares, etc. .  .", a lo que Pallares replica que "es 
falso que los árbitros no puedan practicar inspecciones judiciales, pero es cierto 
que carecen de imperio. Esta circunstancia no significa, sin embargo, que 
también carezcan de jurisdicción. La facultad de ejecutar y de usar de los 
procedimientos coactivos no siempre acompaña a la  jurisdicción que, en su 
esencia, es poder de conocimiento y de decisión". 

Afirma la sentencia que "el carácter de simples particulares que tienen 
los árbitros, se infiere del contexto del artículo 50. de  la Ley Orgánica de los 
Tribunales, de 31 de octubre de 1928, que declara que los árbitros no ejercen 
autoridad pública". Al respecto, el profesor emérito de la Universidad co- 
menta que "es cierto que el artículo 50. niega a los árbitros el carácter 
de autoridades, pero esto no quiere decir que carezran de jiirisdicción. Sólo 
significa quc el Estado puede encomendar a u11 particular fitncion~s juris- 
diccionales, sin convertirlo en autoridad. El mismo articulo reconoce esta 
íiltima circuiistancia, cuando agrega la siguiente frase: '. . .pero de acuerdo 
con las reglas y restricciones que fija el Código de Procedimientos rivilr.; 
conocerán, según los términos del compromiso respectivo, del negocio o nego. 
cios civiles que les encomienden los interesados'. En ese conocer radica la 
jurisdicción especial de que gozan los árbitros, y que se manifiestan, com? 
queda dicho, en pronunciar sentencias: reribir pritebas, practicar actua- 
ciones, etc.". " 

Veamos ahora una interesante tesis planteada por la Suprema Corte de 
Justicia en la ejecutoria del amparo de José Cangas. En ella, con recto criterio 
procesal, el tribunal reconoce que la ley secundaria dota a los árbitros de 
jurisdicción y que, por añadidura, les da PI carácter de órganos del Estado: 
"El artículo 73 de la Constitución establece las bases conforme a las cuales 
se integran los diversos Tribunales que forman el Poder Judicial del Distrito 
Federal y la manera de designar a las personas físicas que lian de poseer 
la citalidad de órganos del Estado, según lo expresa, en lo conducente, la 
fracción TV de dicho articulo, que dice: 'Los jueces de primera iitstanciii, 
menores y correccionales del Distrito Federal y de los Territorios serán 
iiombrados por el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; debe- 
rán tener los requisitos que la ley señala y serán sustituidos, eii sus faltas 

Cfr. otras ejecutorias de la Siiprernn Corte, que iaii,bi&n resultan eenaiblee, en 

más o en ineiios, i las criticas de Pallares anotadas eii el texto: cit. Código de Proce- 
dimientos Cisiles, anotado y concordado por Manuel Andre.de, 43. ed., pp. 331-2; 
Bl~szÑo SIERHA, El Arbitraje en el Derecho Privado, p. 183; BI~RCOA (cita val.iar 
ejecutorias eii que so niega a las árbitros el carácter de autoridades), El Juicio de 
Amparo, p. 155, n. 123. 
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temporales, rii los términos que  la misma ley <leterminc'. Por otra partc, 
además de señalar la Constitución en quién radica el pcdrr de creacióii, 
señala también los requisitos para que el <le-ipado pueda ronciderarsc 
c:apacitaclo legalmente para des~rnpeñar siis funcioii~s, como aparece dr.1 
articulo 128 de la propia Constitiiribri. qiic dice: 'Todo fuiiri~tiario púl>lico. 
sin excepción alzuna, antes dr tomar posesión de su  en<:argo prrstari Iii 

protesta de guardar la Constitución y las leyes quc de ella rmanen'. De 105 

anteriores conceptns; relacionados entre sí, se i i ~ g a  a la conclucióii de que 
para ser órgano del Estado, es indispensa1,le estar investido dt4 cargo poi. 
quien tenga facultad de creacibn y otorgar la protcsta n que alurli e1 citado 
artículo 128. El requisito de la protesta r i ~ i i c  a dar valor legal al nimhra- 
miento para que pe r l a  ejercitarse la función. Ahora hieii. si Fn el caso n 

rstudio ningún órgano competente, conforme a la Constitiici6ii y con facul- 
t a d ~ ~  de creación; ha in\-estido al árbitro como órgano rstatal, porque la 
Sala risponsnhle no pudo designar ni reconocer atribuciones jurisdiccionales 
a un árbitro, ya que de acuerdo con la Constitución, la misma no tiene 
facultad para designar árbitros que decidan las controversias suscitadas entre 
las partes, diclio nomhramiento del~e declararse ilegal; y aunque dicha Sala 
se funda en el artículo 90. transitorio del Código de Procedimientos Civile~, 
para hacer el nombraiiiierito de árbitro, debe decirse por las razones ex- 
puestas. que el prerrpto pugna w n  la Constitución, que de una manera clara 
y precisa señala los órganos del Poder Jiidicial, mtre los cuales no se com. 
prende a los árbitrop. En estas condiciones, si el articulo 14 constitucional 
rstahlece que nadie pucde ser privado de sur posesiones, propiedades o dr. 
reihos, sino mediante juicio s~gu ido  ante los tribunales previamente estahle- 
cidos i n  e1 qiie se observen las formalidades rsenciales del procedimientr,, 
como los árbitros a que se refiere e1 artículo 90. transitorio, citado, no son 
propiamente tribunales previamente establecidos, resiilta que se ha violado 
el citado prrc~ptct y debe concederse el amparo que por tal motivo se 
solicite". 

7 a ) .  ~ N C O N S T I T U C ~ O N A L ~ D A L ~  DEL JUICIO ARBITRAL. TRIBUNALES ESI>ECI.&LES 

El tribunal arbitral privado, que resulta auténtico tribunal, según hcmos 
visto, dotado de jurisdicción, si se le analiza a la luz del Derecho positivo 

incsicano, ofrece todas las características de los llamados especiales, que 
proliibe el ürticiilo 13 dr la Constiturión: en eferto, no es permanente y sil 

80 Senranoiio Judicial de  la Federación, Quinta Epoca, Indiee t. LXXIII, p. 8273. 
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facultad de conocimiento y decisión se reduce a una causa determinada. 
Nada importa a este respecto el hecho, evidentemente externo, de que obe- 
dezca a una plausible orientación liberal y cuente a su favor con abundantes 
alegatos técnicos y económicos que lo separan de las jurisdicciones especiales 
en materia criminal. Por  lo demás, el articulo 13 no formula distinción entre 
el enjuiciamiento civil y el penal. 

Desde luego, no postulamos una interpretación puramente gramatical 
del artículo 13 de la Constitución, n i  pretendemos interpretar este texto 
aisladamente, sin conexión sistemática con el resto de nuestro Derecho posi- 
tivo. Por  el contrario, del Derecho procesal mexicano se desprende clara- 
mente la noción de tribunal especial, de acuerdo con la permanencia del 
órgano juzgador y con el número de relaciones jtiridicas sobre las que está 
llamado a pronunciarse. En este sentido, creemos que las reglas de inter. 
pretación nos favoreceii, lo que no acontecería, quizás, si recurriési.mos eii 
primer término a la llamada interpretación histórica. 

Por lo tanto, disentimos de la opinión de Zepeda, quien pretende fundar 
la constitucionalidad de los tribunales especiales de árbitros en criterios de 
Derecho constitucional histórico, entre otros. Señala que varias de las Consti- 
tuciones del pretérito los acogieron, y termina diciendo que "cuál sea la 
razón porque las constituciones de 1857 j- 1917 no se ocuparoti en la 
materia, no es ciertamente motivo del presente estudio". Pero lo que nos 
importa es, justamente, que la Constitución vigente no recogió ya, a dife. 

81 Para un recto criterio de interpr-taeión juridiea cisternAtiea, que reeliaza la 
interpretación puramente filológica y sólo acepta a los eleinentos extraños a la fórmula 
concreta (históricos, v. gr.) como meros auxiliares para la labor del intérprete, cfr. 
RADBRUCH, Introdnccián o lo Filosofio del Derecho. Trad. Wenceslao Roces. FCE, 2a. 
ed., México, 1955, pp. 9-10: G~ncín MÁYNEZ, Introducción d Estudio del Derecho. 
Editorial Porrha, 58. ed., México, 1953, pp. 329 y 359. Sobre un criterio de interpre. 
taeión orientado por la idea de justicia, cfr. RECASÉNS SICHES, Tratado Generol de 
Filosofio del Derecho. Editorial Porrúa, la. ed., México, 1959, pp. 627-65 ("...el juez 
en todo caso debe interpretar la ley precisamente del modo qiie lleve a lo conclusión 
más justa para resolver el problema que tenga planteado ante su jurisdicción.. .": p. 
660) ; GARC~A,  Tn1~1unu: Apuntes de Introducción al Estudio del Derecho. Editorial 
P.wrún, 6n. ed., México. 1955, pp. 149 y 3s. (". . .el intérprete no debe aplicar la le" 
caii un criterio lógico excesivnmenie formalists: debe otenerse a los fines que el 
precepto jurídico persiguió y tratar d~ que, dentro de éstos, los derechas en pugna se 
concilien ron iin rspiritii de eqiiidnd o de jiista igualdad entre las partes.. ." p. 153). 
Pero no seria debido, creemos, lanzarse a descubrir bc fines que el precepto jurídica 
persiguió (que serían, eri puridsd, los perseguidos por su redactar), ciinndo la inter- 
pretación lógico-sistemática aporta clarameiite el sentido de In norma. 

82 El L d o  Arbitral, p. 166. 
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rencia de otras anteriores, al iiistituti~ arbitral. 4iite cctn omisión, sería 
ilegítimo esgrimir considerariones de puro Lkrecho históric~i, que sólo soii 
recursos complementarios, y no primarios. para la intr3rpretaiión. 

Por íiltimo, si quisiéramos atenernos --erróneaniente: sin duda--- a lo 

pensado por el legislador constituyente, y iio a lo efectivamente estatuido, 
lo mismo podríamos decir qiie se excluyó iriteiií:ionalmrnte a los tribiinalri 
arhitrales, que afirmar que no se les mencionó por creerse que nada tenían 
que ver: en rigor. con los especiale.- que la Constiturión prohihia. EsLn 
soliición contradictoria pone de relieve, una vez más, las di:ficiencias de una 
intrrprctacióii que prrtende recurrir. prinripalmentr: al pen~ami~i i to  ~11.1 
legislador. 

Examin~mos ahora otra Tiosiblc objeción contra iiiiestro criterio dr anti- 
roristitiicioiiali<lad. Zrpeda acppta rxprrsametiti qiie 10s triliiinal~s dr  irhitroi 
privados tiene11 e1 rarhctrr dr  especiales. Y sostiene q u i  no ohstantr rsta 
iiaturaleza, no son contrar i~ ,~  a las garantías individuales, porque tale-: 
garantías s6lo constitul-en freno': a la actitidad del Estado, y no prohibi- 
cionrs impurstas a los part ic~ilar~s.  Dr ahí concluyc Z e p ~ d a  que "la prohi- 
lii<:iíiii de los trih~inales especiales implica qiii el Estado no puede obligar 
al ciudadano a sometersc a alguno de ellos. pero no significa que e1 particular 
iio esti en aptitud legal de sometersr al tril~unal que desre". Otra s ~ r í a .  
drsdr luego, la solución frente al probl?ma del arbitrajc forzoso. según el 
propio Zepeda apunta. 84 

Este argumento: (le indudable interés, nos lleva a considerar dos pro- 
hlemas: i,priedr rl convenio de los particiilarrs derogar, en un raso concreto, 
la aplicación de alguna earantía constitucional? es verdad que las 
garantías individuales implican, para el Estado; el drber de abstenerse de 
dirtar leyes que las violen? 

Crir,mos posible respondrr !ii.;ativarn~nt? a la primrra pregunta. En 
~ f e c t o ~  es rlaro que ius puhlirum privatoriim partis mutari nrqnit. principio 
iinir~rsalmeiite consagrado: qur rrcogc ~l artículo 6 del Código Civil: "1,a 
voluntad de los particiilares no pupdr eximir de la observancia de la ley, ni  

alierarla o modificarla. Sólo piiedin reiiiiiiciarrr los derechos privados que 
iio afeiten directamentr al interés púl~licii. riiaiido la reiiuni-ia no perjudique 
dereclius de tercero". Y. i lesd~ Iii~go. las p r a i i t i a ~  iiidividuales son de notorio 
iiiirrés píililico. Por lo <I?mis. la escepeií>ii qiir señala pl articulo 8 drl 
Código Ci\il iio puede Ilrrariiou n pinqar q 1 1 ~  iina ley i~ rundar i a ,  coino es la 
p. 

33 Ideiu, rip. 164.6. 
Idem, p. 165. 
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procesal, puede autorizar la derogación de un texto constitucional por los 
particulares, asi sea en un caso concreto donde no se afecten intereses de 
tercero. 

Terminantemente, la Constitución ordena que los juicios del orden civil 
se ventilen ante auténticos tribiinales, previamente establecidos. Y prohibe 
cualquier juicio por tribunales especiales. Pensamos que los particulares no 
pueden pronunciarse en contra del imperativo constitucional, creando un tri- 
bunal especial ex post facto, y que la autoridad no debe reconocer a un 
órgano juzgador, así establecido, eficacia jiirisdiccional. Por otra parte, las 
garantías individuales pueden implicar la prohibición para el Estado de 
dictar leyes inconstitucionales, como sería aquella que reconociese eficacia 
jurisdiccional a un tribunal constituido en forma diversa de la que señala 
la Ley suprema, y aun en contra de sus categóricas prescripciones. El cum- 
plimiento de la obligación a cargo del Estado como consecuencia de la 
garantía individual "puede llevarse a cabo por el sujeto pasivo en términos 
generales, y según el caso, mediante una abstención o un no hacer o por 
conducto de la ejecución de una prestación. En el primer caso, la obligació~i 
que para el Estado y sus autoridades genera la relación jurídica en que se 
traduce la garantía individual, es de carácter pasivo, mientras que en la 
segunda hipótesis es de índole activa". 85 

7 b) .  INCONSTITUCI~NALIDAD DEL JUICIO ARBITRAL 
TRIBUNALES PREVIAMENTE ESTABLECIDOS 

El segundo párrafo del artículo 14 constitucional exige que el juicio de 
privación se ventile ante tribunales previamente establecidos. De esa forma, 
no sólo reitera la prohibición de tribunales especiales contenida en el 
articulo anterior, sino que introduce un criterio de temporalidad que no 
necesariamente se encuentra en éste. Como es evidente, d tribunal arbitral 
se constituye, a menudo, ex post facto, y en tal virtud entra en pugna con lo 
preceptnado por el artículo 14. 

Desde luego, este argumento de inconstitucionalidad está vinculado indi- 
soluhlernente a la respuesta que se de al problema relativo a la jurisdiccio- 
nalidad del arbitraje. Empero, funciona con independencia del argumento 
esgrimido en el apartado anterior. En efecto, aun cuando se niegue que el 
tribunal de árbitros privados es especial, o aunque se acepte que lo es, para 
luego decir que no coincide con la hipótesis de prohibición constitucional- 

86 BURGO.<, Los Goiantias Indiuidaales, p .  119. 



mente prevista -como lo hace Zepedn-. subsiste FI hecho d ~ i  que tal tribunal 
se constituye, en la gran mayoría de los casos, una v i z  que se ha suscitado 
la controversia sobre la que debe conocer. y precisamente para pronunciarsc 
sohre ella. No es posible, por ende, contradecir el aserto de que el tribiinal 
de árbitros es un órgano juzgador establecido ex post facto, 1. no "previa- 
mente establecido", como ordena el articulo 11. de nuestra Ley Suprema. 

7 c). INCONSTITUCIONALIDAD DEL JI!ICIO ARRITRAL. 
ILEGIT~MIDAD DE LA CREACIÓN DEL ~)RCASO 

Vimos ya, en el apartado 6 c)  la ejerutoria proniinciada por la Suprcmn 
Corte de Justicia en el amparo promovido por José Cangas. Aun ciiarido 
i ~ i  e1 caso examinado por diclia sentriicin venía a cuentas iin problema de 
arbitraje forzoso, con juzgador designado por la autoridad judicial eii los 
térmiiios del artículo 9 transitorio del Código de Procedimientos Civiles; 
los puntos de vista expuestos por el alto tribunal son del todo aplicables a la 
hipótesis gerieral del arbitraje. Así, al reconocer al árhitro el carácter de 
auténtico trihunal cabe observar que no se cumple, en la especie, el mandato 
del articulo 73 constitucional, sobre integración de los trihunal~s, ni la 
norma del artículo 128 de la misma Ley Fundamental, por lo que respecta 
a los requisitos que ha de cumplir el funcionario público antes de tomar 
posesión de su cargo. Y ya hemos \-isto: sohre este particular, que en el caso 
del arbitraje se está frente al ejercicio de una fiinción pública por un sujeto 
que, nornialmentc, no es órgano del Estado. 

Ahora bien, para mayor claridad de lo dicho conviene recordar que el 
texto de la Constitiición invocado en la ejecutoria de José Cangas sólo se 
rcfería a los jueces de primera instatiria, menores y correccionalrs. En cambio, 
f.1 párrafo cuarto de la hasc Sa. de la fracción VI del artículo 73 en vigor, 
tras la reforma publicada ~ r i  el Diario Oficial de 19 de frhrero de 1951. 
iio sólo menciona a aquellos órganos, sino también a los jueces "que con 
cualquiera otra denominación se creeii en el Distrito Federal y en los Terri. 
torios". Con hase eii las ideas hasta aliora expuestas, creemos posible sostener 
que los árbitros son autéiiticos jueces, cuya denominación difiere de la de 
los juzgadores ordiriarius. 

El argumeiito de la iiiconstitucionalidad apuntaiio aquí depende, nueva. 
rneiite. dt, la soliicióii jirrisdiccioiialista drl arl~itraje: pero su siirrte no se 
slijrtii a la qiii. corraii los dos argumriitoi i3xaminados ron aiitrrioridad 
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7 d ) .  I N C ~ N ~ T I T U C I ~ N A L I D A D  DEL JUICIO ARBITRAL. 
CASO ESPEC~FICO DE LOS ARBITRADORES 

El último párrafo del articulo 14 constitucional indica que "en los juicios 
del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra, o a la 
interpretación juridica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios 
generales del derecho". Y el artículo 628 del Código de Procedimientos 
Civiles prcceptúa que "los árbitros decidirán según las reglas del Derecho, 
a menos que en el compromiso o en la cláusula se les encomendara la ami- 
gable composición o el fallo en conciencia", esto es, lo que tradicionalmente 
se conoce como juicio de equidad ante arbitradores o amigables compone- 
dores. Pensamos que no se satisfacen los mencionados requerimientos del 
artículo 14 si se emite, jurisdiccionalmente, un fallo en conciencia, con base 
en la equidad. 

Es discutible, desde luego, si la equidad es o no, un principio general de 
Derecho. García Máynez se pronuncia por la solución afirmativa y sostiene 
que "en cualquier caso debe la equidad ser considerada como un principio 
general del derecho, y en realidad, como el primero de ellos o el supremo, 
ya que sirve de base a todos los otros". Para Burgoa, los principios generales 
del Derecho son "las normas elaboradas por la mente investigadora mediante 
el análisis inductivo del sistema jurídico mexicano y de los sistemas cultu- 
rales afines, con vista a establecer, en juicios lógicos en que deben tradu- 
cirse tales principios, las notas uniformes que rigen a todas las instituciones 
integrantes de tales sistemas". 8' Con base en esta última connotación, cabría 
negar a la equidad, eventualmente, el carácter de principio general. 

Sea cual fuere la solución que se adopte, lo cierto es que, como el mismo 
Burgoa asienta, tales principios "sólo operan en nuestro sistema constitu- 
cional como meras fuentes supletorias de decisión, debiéndose pronunciar 
ésta, primariamente, en los términos de las disposiciones legales aplicables o 
conforme a la interpretación juridica de las mismas".s8 

En consecuencia, es inconstitucional sostener que un órgano jurisdic- 
cional puede emitir sentencia sin sujetarse, ante todo, al Derecho positivo, 
y sólo a falta de éste o por insuficiencia de la interpr~tación jurídica de los 
textos legales, o la equidad, considerada romo principio general del Derecho. 

se Introducción o1 Estudio del Derecho, 1,. 377. 
6' Los Goranl ia  Indiuiduolea, p. 427. 
6s Ibidem. 
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A mayor al~uiidame~ito, conviene teiirr presente qur  "la garantía de 
seguridzld jurídica consagrada cn el cnarto párrafo del artículo 14 constitu- 
ciorial rige también en el caso dr  que una resolución de la naturalrza ante- 
riormente apuntada omita aplicar o invocar la norma aplicahle a la cuestióii 
que soluciona o pretende ~oliicionar, purs en virtud de tal omisión, no sólo 
dicho acto no se conforma coi1 la letra o interpretación juridica de la ley, 
sino coritraria a esta misma, que impone a la autoridad la obligación de 
observar sus prescripcionrs". " Ahora hieri,  cómo podría el arhitradr~r 
-no el irbitro en sentido estricto- invocar siquiera la norma jurídica e11 
que su decisión se lunda, si precisamente el supuesto de su actividad deci- 
soria es la falta de conocimiento conforme a Derecho? 

APENDICE 

Hrmos intcntado demostrar en PI prrsente ~s tudio  la inconstitucionilidad 
del juicio arbitral, sobre la hase de que en él sc está ante uii tribunal autén- 
tico, dotado de jurisdicción. Sin emhargo? un criterio procesal diverso sobre 
la naturaleza del arbitraje tamhién arriba a coiiclusiones de inconstitucio- 
nalidad. Así lo hace notar el tantas 1-ecrs citado Pallares: "Si.. . se niega 
al trib~inal arbitral el p o d ~ r  de jiirisdicrióii )- n los árbitros cl carácter de 
jueces, entonces se violan los artículos 14 y 16 porque: a ) .  El juicio arbitral 
no es, en tal caco, un verdadero juicio. ni mpncis se respetan cri él los 
principios esenciales del procedimiento; h ) .  Porque no existiendi~ verdadero 
tribunal, se vulncra el artículo 1 s t .  que exige qiic el juicio se tramite ante 
los triliuiiales previaincntr estal>lecidos. 

' C  - Ro es jurídico arniiir en ioiitrario d i c p  Pallares- que la ejt:cución 
del laudo la Ileia a cabo un juc.2 d r  primera itistancia, porque el articulo 
14 exige que el juirio y no sólo la ejecución drl fallo, s i  s i p  ante los 
tribunales preriameiite establecidos, para que se pueda privar a una persona, 
<:n forma constitucional, de sus propiedades, hienrs. poresionrs y derechos. 
Además, el juez que ejecuta no oyr a las partes dr  aruerdo con lo que 
exige el articulo 14". *U 

88 Idem, p. 425. 
Diccionario de Derecho Procesal Ciuil, p. 382 
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